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    El tema central de esta investigación es el estudio de la actividad económica de un grupo de comerciantes prestamistas establecidos en la Ciudad de México durante el periodo que va de 1821 a 1867, en el que se hace énfasis en sus prácticas financieras y en el grado de control que ejercieron sobre los complejos mecanismos del crédito.


    El interés por esta temática surgió de una investigación realizada hace algún tiempo dentro del Seminario de Formación de Grupos y Clases Sociales de la Dirección de Estudios Históricos, que dio como resultado la elaboración de un libro colectivo titulado Formación y desarrollo de la burguesía en México. Siglo XIX.1 En esta obra se analiza la trayectoria de varios empresarios residentes en la nación recién independizada.2 Mi trabajo se centró en la actividad económica de Juan Antonio Béistegui, un vasco emigrado a la Nueva España a finales del periodo colonial, cuya trayectoria empresarial comenzó en el comercio y posteriormente se diversificó a otros sectores de la economía por medio del otorgamiento de préstamos y de la intervención en diversos tipos de operaciones relacionadas con el crédito.3


    Al profundizar en este aspecto constaté que la amplitud y diversidad de las actividades financieras y crediticias que se llevaron a cabo en nuestro país durante los primeros cincuenta años de vida independiente era enorme, y que su influencia se manifestó en prácticamente todas las esferas del quehacer económico.


    Tal como ocurría desde la época colonial, las prácticas mercantiles desarrolladas por las grandes casas comerciales estaban basadas en el crédito y lo mismo sucedía con las actividades productivas más importantes, como la minería y la agricultura, que funcionaban en buena medida gracias al crédito y a los diversos servicios financieros que les proporcionaban estos comerciantes.


    Por otra parte, la Iglesia participaba también de manera importante en el otorgamiento de crédito, especialmente en el hipotecario, aunque para la época a que nos referimos había perdido parte de su preponderancia en este renglón, mientras que la participación de los comerciantes fue en aumento.4


    Además, existe otro aspecto que no se puede dejar de lado al hablar de estas grandes firmas comerciales y financieras, y es la manera como se fueron involucrando en diversas especulaciones con el gobierno, principalmente a través de la deuda pública.5


    Los problemas financieros del país, especialmente en ese periodo, eran de tal magnitud que no existe prácticamente ninguna obra relacionada con esta etapa de nuestra historia que no se refiera a ellos. La mayoría de los autores coincide en señalar que la continua falta de recursos del erario fue uno de los problemas más difíciles que tuvieron que enfrentar los distintos gobiernos, y que la imperiosa necesidad de recursos los obligó a recurrir a los préstamos de los particulares, en condiciones muy desfavorables para el erario. Muchos escritores y hombres públicos de la época consideraban a este grupo de prestamistas, llamados comúnmente “agiotistas”,6 como los responsables directos de las continuas crisis económicas y, en gran medida, de las revueltas políticas que caracterizaron al país en ese periodo.7


    Fue tal la notoriedad de este grupo de prestamistas que Barbara Tenenbaum, en su libro México en la época de los agiotistas, 1821-1857, decide caracterizar esta etapa de la historia nacional, antiguamente conocida en algunos textos como “los años difíciles”, con el nombre de “la época de los agiotistas”.8


    Desde luego estos agiotistas jugaron un papel muy importante dentro del caos financiero y político, contribuyendo con sus exigencias a debilitar la incipiente organización que se pretendía dar a la hacienda pública, pero el problema del continuo déficit presupuestal y del creciente endeudamiento del gobierno durante la mayor parte del siglo XIX era bastante más complejo e involucraba muchísimos factores, además del agio.9


    La historiografía reciente ha hecho grandes avances en lo referente al análisis de las finanzas públicas, y la obra de Tenenbaum es un buen ejemplo de ello, pues representa un valioso aporte para el conocimiento y la comprensión de las finanzas nacionales de ese periodo. En ella se hace un esfuerzo importante por sistematizar la información contenida en las Memorias de Hacienda y en otras fuentes bibliográficas, mostrando de manera muy clara la constante crisis del erario y los problemas de las finanzas públicas. Sin embargo, al hablar de los agiotistas, su información es mucho más superficial y el no tomar en cuenta varios aspectos de su trayectoria empresarial la lleva a conclusiones demasiado generales.


    Por otra parte, también existen varios trabajos en los que se analizan las actividades económicas de algunos empresarios destacados de esa época, tanto en el ámbito regional como en el nacional. Dentro de esta línea de investigación, la obra de David Walker sobre la familia Martínez del Río nos ofrece uno de los estudios más completos acerca de las características de las diversas actividades económicas emprendidas por una firma comercial en este periodo, así como de la manera en que su intervención en los negocios con la deuda pública influyó en el resto de sus prácticas empresariales.10


    A pesar de estos avances, falta mucho por hacer en el terreno de la historia financiera para comprender las características y la magnitud de la participación de estos comerciantes en los diversos negocios relacionados con el crédito, tanto en la esfera pública como en la privada.11


    El periodo colonial se encuentra mucho más estudiado y la actuación de los grandes almacenistas de los consulados ha sido objeto de varias investigaciones que los analizan tanto de manera conjunta como a través de estudios de caso.12 Sin embargo, para el periodo que nos ocupa la situación se complica debido a que los comerciantes ya no se encontraban organizados de manera corporativa y no fue sino muchos años más tarde, en 1841, cuando el gobierno comenzó a promover la formación de juntas de fomento para la actividad comercial y de tribunales mercantiles.


    Así que estudiar la actuación de las grandes casas comerciales y financieras de esta época en su conjunto es una tarea bastante compleja, pues no se trata de un grupo que pueda considerarse de manera alguna homogéneo o, por lo menos, bien definido. Como, evidentemente, resulta imposible revisar la trayectoria empresarial de todas las firmas que participaron de manera destacada en las actividades crediticias y en negocios especulativos con el gobierno, la presente investigación se centra solamente en el análisis de cuatro de las principales casas comerciales y financieras de la época: Agüero, González y Cía., Juan Antonio Béistegui, Francisco Iturbe y Manning y Mackintosh.


    La elección de estas cuatro firmas se hizo tomando en cuenta la cantidad y relevancia de las operaciones que se pudieron detectar en los diferentes archivos y las constantes alusiones que se hacen a ellos en obras generales, informes diplomáticos, periódicos, novelas y folletería de la época.


    Este grupo está compuesto por tres firmas comerciales integradas por españoles y mexicanos y una firma inglesa —Manning y Marshall, convertida posteriormente en Manning y Mackintosh—, que se estableció en el país poco tiempo después de consumarse la Independencia. Aunque todos ellos realizaron negocios con el gobierno, los tres primeros participaron también de manera importante en el otorgamiento de préstamos a particulares, mientras que la casa de Manning y Mackintosh se vio mucho más involucrada en grandes negocios con el gobierno a través de la deuda pública y en constantes escándalos nacionales e internacionales.


    Desde luego la trayectoria empresarial de cada una de estas firmas tuvo características muy particulares y aunque se desenvolvieron en un mismo ámbito social, político y económico, sus prácticas y preferencias individuales las llevaron a intervenir en distintos campos de la actividad económica.


    Al analizar con mayor detalle las actividades empresariales de cada una de ellas, se pretende mostrar no sólo la diversidad de sus inversiones sino la relación que existe entre éstas y las actividades crediticias y financieras.


    De acuerdo con lo que se puede observar en los casos analizados, los negocios con el gobierno tenían muchos atractivos, en tanto que ofrecían la posibilidad de enriquecerse rápidamente, y es ésta la razón por la que muchas casas comerciales se involucran cada vez más en ellos. Pero también es cierto que fue una de las causas que llevó a la quiebra a varias casas comerciales menores y aun a algunas muy importantes, sobre todo extranjeras, que se extralimitaron en sus especulaciones con el gobierno. A la larga, los empresarios más exitosos fueron los que supieron guardar un mayor equilibrio en sus inversiones al diversificar sus actividades en varias ramas de la economía.


    LAS FUENTES


    Uno de los principales problemas que se presenta al tratar de reconstruir la trayectoria empresarial de estas firmas es la naturaleza de las fuentes con las que se puede contar. En ninguno de los casos estudiados existe un archivo familiar que permita, como en el caso de la obra de Walker sobre los Martínez del Río, conocer de manera detallada, no únicamente las diversas actividades en las que participaron, sino hasta la opinión que cada uno de los socios tenía sobre diferentes aspectos de índole económica, política, social e incluso familiar.


    Ante la carencia de este tipo de fuentes, la información básica con que se cuenta para la elaboración de cada uno de los casos de estudio son las escrituras localizadas en el Acervo Histórico del Archivo General de Notarías de la Ciudad de México; también se ha utilizado información proveniente del Archivo General de la Nación, del Archivo Judicial del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, de algunos archivos de Guanajuato y Michoacán, del Archivo Histórico de la Compañía de Real del Monte, en Pachuca, y de la correspondencia del archivo familiar que don Carlos Martínez del Río tuvo la amabilidad de permitirme consultar.13


    Toda esta información se ha complementado con material hemerográfico, con diversos folletos de la época, con informes diplomáticos y, desde luego, con la bibliografía que existe sobre este periodo.


    También es importante aclarar que, aunque el periodo que comprende la investigación es muy extenso —desde la consumación de la Independencia hasta la República Restaurada—, éste ha sido determinado por el material existente. Sin embargo, los diversos casos de estudio tienen una periodicidad distinta, de acuerdo con el tiempo que operó cada una de las firmas analizadas.


    ESTRUCTURA DEL TRABAJO


    En lo que respecta a la estructura general del trabajo, consta de cuatro capítulos que corresponden al estudio de cada una de las casas comerciales seleccionadas. En cada uno de estos capítulos se hace una descripción, lo más amplia posible, de las actividades en que fueron incursionando estos empresarios: comercio, préstamos, adquisición de fincas, negocios con el gobierno, empresas mineras, industria textil, agricultura y algunas otras. Se pueden observar similitudes en las diversas prácticas empresariales, pero también se aprecian diferencias en lo que se refiere a la intensidad y la manera en que cada uno llevó a cabo estas prácticas, de acuerdo con sus intereses, preferencias y habilidades personales. Además, el tratamiento más o menos extenso que se da a determinados aspectos en los diferentes casos obedece en buena medida a la cantidad de información que se pudo localizar y a la importancia que tuvieron ciertas actividades dentro del quehacer empresarial de las firmas analizadas.


    Finalmente, en las conclusiones se busca reafirmar la importancia de las actividades crediticias y financieras emprendidas durante este periodo, tanto desde el punto de vista de las firmas que las desempeñaron como de las repercusiones que tuvieron para los deudores, especialmente para las finanzas públicas. Si bien la especulación desenfrenada tuvo lugar únicamente en ciertos periodos, casi siempre breves, y sólo favoreció a unos cuantos, sus efectos influyeron en prácticamente todos los ámbitos de la actividad económica y política del país durante una buena parte del siglo XIX.


    Desde luego, soy consciente de que el estudio de unos cuantos casos particulares no permite explicar toda la complejidad que encierra esta temática, ni aclara varias de las causas del desorden administrativo que caracterizó a las finanzas públicas por más de cincuenta años. Pero sí pretende contribuir con algunos elementos que permitan ahondar en la reconstrucción de los diversos mecanismos empleados por quienes intervinieron de manera destacada en las distintas actividades económicas de la época. Por medio de la comparación de los distintos casos analizados se busca mostrar las características comunes a varios de los miembros de este grupo, así como destacar las peculiaridades que cada uno de ellos adoptó a lo largo de su trayectoria empresarial.


    LOS EMPRESARIOS Y SU CONTEXTO


    Dado que lo que se pretende es el estudio de la actividad económica de este grupo de comerciantes-prestamistas, me parece oportuno, antes de comenzar a analizar cada uno de los casos individuales, señalar algunas de las características generales de los empresarios en este periodo, particularmente en lo relativo a sus prácticas económicas y a las relaciones que entablaron con otros miembros de su mismo grupo.


    Con el debilitamiento del control que los miembros del Consulado de comerciantes14 habían ejercido durante casi dos siglos sobre las actividades mercantiles y con el regreso a España de muchos de ellos, llevándose su capital y las relaciones de comercio que habían establecido a lo largo de los años, muchas de las actividades económicas en que habían participado —la minería, la agricultura comercial y los obrajes, entre otras— se vieron seriamente afectadas. Sin embargo, estas y otras actividades económicas comenzaron a ser desarrolladas por un nuevo grupo de empresarios que, aprovechando la debilidad política y económica de los gobiernos independientes, lograron obtener, mediante el crédito, una serie de concesiones y privilegios que les permitieron acumular enormes fortunas.


    Desde luego, no hubo una sustitución inmediata de los empresarios novohispanos por un grupo totalmente nuevo de hombres de negocios, sino más bien una fusión de lo que quedó del antiguo grupo colonial con nuevos empresarios llegados de la provincia y con los integrantes de las casas comerciales extranjeras —principalmente inglesas y francesas— que se fueron estableciendo en el país una vez que desaparecieron los impedimentos que el gobierno español había puesto para que éstos operaran en sus colonias.


    Este nuevo grupo de hombres de negocios se fue conformando de manera paulatina a lo largo de la primera mitad del siglo XIX. Sus miembros nunca constituyeron un grupo empresarial integrado, sino más bien varios sectores de empresarios que se relacionaban entre sí por motivos principalmente económicos, aunque también intervenían las relaciones sociales, familiares e, incluso, políticas.


    Al hablar de empresarios en el siglo XIX, debemos entender que se trataba generalmente de individuos cuyos capitales tuvieron su origen en el comercio, pero que poco a poco fueron incursionando en otro tipo de empresas económicas, como la minería, la agricultura, la industria textil, las actividades financieras —préstamos a particulares y al gobierno—, la compraventa de fincas rústicas y urbanas y la inversión en obras de infraestructura, como caminos, canales, muelles y un poco más tarde ferrocarriles, entre otras. En fin, podemos decir que una de las características de los grandes empresarios de la Ciudad de México y de algunos importantes empresarios regionales era la gran diversificación de sus actividades económicas. Esta diversificación dependía en gran medida del capital con que contara cada individuo, de sus preferencias personales y de las relaciones que estableciera con otros empresarios y con el gobierno.


    En lo que respecta al funcionamiento interno de cada una de estas “firmas comerciales”,15 como se les denominaba comúnmente, podemos distinguir tres tipos de empresas:


    1. Los empresarios individuales que actuaban básicamente solos, como es el caso de Francisco Iturbe, Gregorio Mier y Terán, Manuel Escandón, Cayetano Rubio y José Joaquín de Rosas, por citar sólo algunos de los más connotados. Y aunque ocasionalmente se unían con otros para llevar a cabo cierto tipo de negocios, que por su magnitud no eran accesibles ni recomendables para un solo hombre, siempre mantenían un alto grado de autonomía respecto a la forma como manejaban sus negocios.


    2. Otra práctica común era que se unieran dos o más empresarios para formar una sociedad o compañía comercial, que duraba un periodo más o menos largo. En la mayoría de los casos se trataba de comerciantes extranjeros, aunque esto no era una regla general, y algunas de las compañías más importantes de este tipo que existieron durante los primeros cincuenta años de nuestra vida independiente fueron Manning y Mackintosh; Jecker, Torre y Cía.; Barrón, Forbes y Cía. y Garruste, Labadie y Cía.


    3. Un tercer tipo de asociación era la empresa familiar, que podía abarcar desde los parientes más directos como hermanos e hijos, hasta otros menos cercanos como cuñados, primos o sobrinos. En algunas ocasiones, en este tipo de empresas los distintos miembros de la familia tenían la misma jerarquía en cuanto a capacidad de decisión, como era el caso de Martínez del Río Hermanos o de Agüero, González y Cía., pero había otros, como el de la familia Béistegui, en los cuales la preponderancia del jefe de la casa —en este caso el padre— era evidente y los demás miembros de la familia estaban subordinados a sus decisiones.


    Éstos eran, por así decirlo, los núcleos básicos de la actividad empresarial, pero las asociaciones y compañías temporales entre dos o más empresarios eran frecuentes, dependiendo de las actividades económicas que desearan emprender. Así, por ejemplo, se asociaban empresarios para formar una compañía de comercio, fundar una fábrica textil, explotar una empresa minera, crear una compañía de diligencias o administrar una hacienda. También era frecuente que se unieran varios empresarios para otorgar préstamos al gobierno o para aprovechar mejor algunas de las concesiones que éste ofrecía y que requerían de una fuerte inversión.


    Por otra parte, el crédito constituyó un elemento muy importante en las relaciones que se establecieron en el interior de este grupo de empresarios. En una época de escasez de circulante y de riesgo y altos costos en el transporte de metálico, debido a la inseguridad y a la mala condición de los caminos, las operaciones comerciales normalmente se hacían a crédito.


    Ante la ausencia de instituciones bancarias, las relaciones comerciales y crediticias que establecían unas casas con otras eran de suma importancia. Estas relaciones eran de varios tipos, por ejemplo, existían las cuentas corrientes que se abrían a otras casas comerciales o a particulares y que les permitían a éstos girar libranzas, una especie de cheques que se podían cobrar en las casas a las que estaban dirigidos, siempre y cuando se hubiera establecido previamente una línea de crédito y el girador cumpliera regularmente con sus obligaciones respecto a la casa aceptante. El aprovisionamiento a crédito de ciertos artículos —por ejemplo los textiles que se producían en las fábricas que poseían varias de estas casas comerciales o los productos agropecuarios que provenían de sus haciendas— era también frecuente. Otra forma de relación era el otorgamiento de créditos a corto o mediano plazo, con una tasa de interés que generalmente fluctuaba entre 12 y 24% anual, reconocida mediante la aceptación de libranzas a favor del acreedor o en escritura pública con garantía hipotecaria. En el caso de los préstamos entre grandes empresarios podemos observar que, además de que los montos de los mismos eran mucho mayores, se cobraba un interés menor, generalmente de 6 a 9% anual. Esta fluctuación de las tasas de interés que se imponían estaba en relación directa con el riesgo que se corría en cada operación, pues en el caso de los grandes empresarios, los bienes que los deudores hipotecaban aseguraban casi por completo el préstamo. En algunas ocasiones existía también el atractivo de quedarse con los bienes hipotecados o de ingresar en algún nuevo sector económico por medio de la intervención en los negocios del deudor, pero también influían las consideraciones sociales.


    Como este tipo de negocios funcionaban por medio del crédito y éste se basaba principalmente en un concepto de confianza respecto al deudor, las relaciones personales eran muy importantes. La opinión que los otros empresarios tuvieran sobre el buen nombre de una casa determinaba en gran medida su éxito en los negocios.


    La confianza en que el deudor cumpliría con los compromisos adquiridos fue un factor determinante para el establecimiento de relaciones en el interior del grupo de empresarios. Cuando comenzaba a correr el rumor de que una firma comercial enfrentaba problemas de liquidez, o no podía hacer sus pagos con regularidad, todos los acreedores intentaban cobrarle las cuentas que tenían pendientes y muchas veces esto ocasionaba la quiebra de una negociación que, habiendo pasado por un mal periodo, tal vez hubiera podido recuperarse en un corto plazo, pero que debido a la falta de crédito tenía que malbaratar sus propiedades y si acaso lograba llegar a un convenio con sus acreedores, éste generalmente se establecía en términos tan desventajosos para él que la quiebra resultaba casi siempre inevitable.


    En cambio, una firma que inspiraba confianza tenía acceso al crédito mucho más rápidamente y más barato. Para conseguir y mantener este concepto favorable en que lo tenían los demás era necesario cumplir religiosamente con los compromisos contraídos y muchas veces los empresarios tenían que ponerse en manos de los “agiotistas”, con tal de responder puntualmente a sus obligaciones y de que no se empañara el buen nombre de su firma comercial. Esto del buen nombre tenía dos connotaciones, la puramente mercantil, circunscrita al ámbito de los negocios, y la social, que iba más allá de éste. En el proceso de una quiebra, por ejemplo, había firmas que se conducían —según la opinión de sus acreedores— con una honestidad y buena fe admirables, mientras que otras lo hacían de manera fraudulenta y terminaban perdiendo no sólo sus intereses sino también su prestigio social, lo cual les cancelaba cualquier oportunidad de recuperarse o de intentar un nuevo negocio.


    Cuando una firma tenía problemas financieros existía la posibilidad de pasar por diversas instancias antes de declararse en quiebra. En primer lugar, se podía convocar a todos los acreedores y hacerles una “solicitud de esperas”, en la que normalmente se señalaba el monto de la deuda total, la lista de los acreedores con sus respectivos créditos y, por otro lado, los bienes que poseía el deudor, las razones por las cuales no estaba en posibilidad de pagar sus deudas en ese momento, y después proponía un plan para recuperarse y calculaba el tiempo que necesitaba para reanudar sus pagos. Muchas veces esta solicitud de esperas daba resultado y el comerciante, después de algún tiempo, podía recuperar su capacidad de pago y volver a los negocios.


    Cuando los problemas eran más graves y no se veían muchas posibilidades de arreglo se formaba un “concurso de acreedores”, en el cual todos aquellos que tuvieran algún crédito contra la firma concursada tenían que anotarse como acreedores. Se daba preferencia a los créditos escriturados que tenían señalado algún tipo de hipoteca, en orden de antigüedad, y después venían los créditos que estaban respaldados sólo por libranzas, o algún otro tipo de compromisos más informales. Como frecuentemente una misma propiedad era hipotecada en varias ocasiones, los acreedores que tenían derecho a ella debían dividirse el producto de su venta cuando ésta se lograra. Los acreedores que no tenían garantías hipotecarias debían conformarse con el reparto de lo que produjera la venta de los bienes libres de gravamen. Normalmente, estos concursos eran muy largos y complicados, por lo que la mayoría de las veces los acreedores sólo recibían una parte de lo que se les adeudaba y en ocasiones no recibían nada. Había una serie de disposiciones legales que debían seguirse16 y muchas veces, cuando surgían conflictos entre el deudor y los acreedores o entre algunos de éstos, intervenían en las negociaciones tanto el Tribunal Mercantil17 como las autoridades judiciales.


    No todos los empresarios que tuvieron que enfrentar una mala época quebraron definitivamente; hubo algunos que, al cabo de algún tiempo de soportar restricciones y una fuerte supervisión en sus negocios por parte de los acreedores, e incluso de haber tenido que vender muchas de sus propiedades, lograron salir adelante y recuperar su posición en el mundo de los negocios. Felipe Neri del Barrio, Lorenzo Carrera, Antonio Garay, Isidoro de la Torre y Manuel Gargollo son algunos de los muchos ejemplos que se pueden citar.


    En contraste, hubo otras firmas cuyas quiebras fueron definitivas y muy espectaculares, debido a la importancia que habían adquirido en el ámbito empresarial, no sólo a nivel nacional sino también internacional. Entre los casos más notables tenemos a Manning y Mackintosh, a Guillermo Drusina y Cía. y a Juan Bautista Jecker y Cía. Curiosamente se trata de tres firmas extranjeras muy involucradas en negocios relacionados con la deuda pública, y una de las cuales, como ya señalamos, será objeto de un estudio más detallado en el presente trabajo.


    La escasez de recursos del erario, que proporcionó a muchos de los acreedores del Estado la oportunidad de enriquecerse de una manera rápida y fabulosa, favoreció también una forma de relación entre los empresarios. Aunque la mayoría de los negocios con el gobierno se arreglaba en forma particular, también hubo algunos casos en que, por la magnitud del negocio, se unían varios empresarios para realizarlo. Con el tiempo, la incapacidad gubernamental para hacer frente a sus diversos compromisos determinó que se tuviera que agrupar a los acreedores en distintas categorías para poder pagarles. Además, el hecho de poseer determinado tipo de créditos con el erario llevó a los prestamistas a agruparse para presionar al gobierno de una manera más efectiva. Sin embargo, las mejores relaciones políticas y sociales de algunos de ellos los colocaron en una situación de ventaja con respecto a los demás, siendo los más favorecidos, no sólo en el pago de sus créditos sino en el otorgamiento de diversas concesiones que aportaban grandes beneficios a sus demás actividades económicas. Esto trajo como consecuencia una fuerte pugna dentro del grupo de acreedores y la defensa de los intereses particulares impidió la formación de un frente común, que hubiera podido presionar de manera más efectiva al gobierno. Todos sentían que sus créditos debían ser privilegiados y todos pedían que se les pagara con preferencia. La falta de recursos y las nuevas urgencias que surgían a cada momento impedían cualquier intento de organizar las finanzas públicas y de esta manera lograr la estabilidad necesaria para que funcionara la administración en turno.


    Aunque por regla general los grandes empresarios nunca mostraban de manera evidente sus tendencias políticas, hubo algunos que llegaron incluso a ocupar puestos públicos. Varios de ellos, especialmente los que provenían de antiguas familias ligadas con el comercio colonial, fueron miembros del Ayuntamiento de la ciudad o formaron parte de diversos congresos como diputados y senadores. El conocimiento y experiencia adquiridos en cuestiones financieras animó a algunos a ocupar por breves temporadas el Ministerio de Hacienda y hubo también quienes fueron gobernadores.


    Pero sus relaciones con el gobierno no se limitaban únicamente a las altas esferas políticas, sino que también, y esto era quizá más importante, contaban con diversos apoyos entre los empleados públicos de los niveles medios, cuya permanencia en los puestos era mucho más prolongada y estable que la de los altos funcionarios. Estas relaciones las establecían otorgándoles fianzas para el desempeño de sus cargos, concediéndoles préstamos, haciéndoles obsequios y, muy frecuentemente, sobornándolos. La utilidad de estas relaciones se pone de manifiesto constantemente en diversos testimonios de la época, e incluso se les acusa de fomentar la gran corrupción que existía dentro del aparato gubernamental.


    Las relaciones sociales eran también de suma importancia para la realización de los negocios y aunque no existían propiamente asociaciones de empresarios como tales, había sociedades como la Lonja de México, donde muchos de ellos se reunían con frecuencia. La Lonja era un club exclusivo para los hombres de negocios más prestigiados de la ciudad. Fue fundada en 1826 por varios comerciantes, principalmente extranjeros, con el propósito de dignificar la actividad mercantil,18 y con el tiempo “… pertenecer a ella era no sólo un honor sino también un signo de opulencia”.19 En sus salones se discutían constantemente rumores e información confidencial sobre los negocios y la política en México. También se arreglaban ahí infinidad de tratos entre los empresarios, ya fuera directamente o por medio de los agentes o corredores de negocios, y muchas de las reuniones a que convocaba el gobierno para realizar nuevos arreglos con sus acreedores tenían lugar en este local.


    Sin embargo, el ámbito en el que se establecían las relaciones sociales más importantes entre los miembros de esta élite era el familiar. La familia constituía un elemento decisivo en la formación de las grandes fortunas de los empresarios desde la época colonial y las alianzas matrimoniales entre los miembros de las familias acaudaladas propiciaron la formación de grupos compuestos por varias familias emparentadas entre sí, que compartían y utilizaban las relaciones económicas, sociales y políticas de sus miembros para ampliar y fortalecer la influencia y el poder de sus integrantes. Aunque con la independencia algunas de estas familias emigraron a España, o fueron perdiendo su importancia económica, el ingreso en cualquiera de ellas significaba un paso importante para los nuevos empresarios, que de esta manera podían adquirir las indispensables relaciones sociales y políticas de que carecían, sobre todo si eran extranjeros. Por otra parte, las antiguas familias, que muchas veces poseían abolengo pero no suficiente dinero en efectivo, también se beneficiaban con el ingreso del capital y las relaciones mercantiles de este nuevo grupo de comerciantes extranjeros y regionales, asociándose con ellos para realizar diversos negocios.20


    Cabe señalar que con el paso del tiempo muchos de los miembros de estas familias, o sus descendientes, decidieron radicar fuera del país, pues la inestabilidad política y la urgente necesidad de recursos por parte del gobierno, que antes les había permitido realizar grandes negocios, se fue agravando a partir de los años cincuenta, y ante la negativa de los empresarios a colaborar voluntariamente, los distintos gobiernos —tanto liberales como conservadores— se vieron, cada vez con mayor frecuencia, en la necesidad de recurrir a medidas violentas, que llegaron incluso a la apropiación de bienes o al encarcelamiento de muchos de los antes intocables y todopoderosos acreedores del Estado.


    Aunque muchos de ellos decidieron permanecer en Europa, otros regresaron a México, y durante el régimen porfirista sus capitales o los de sus herederos volvieron a ser invertidos en negocios lucrativos a la sombra del gobierno.


    LA DEUDA PÚBLICA


    Los enormes problemas financieros que tuvo que afrontar la nación desde los inicios de su vida independiente obedecieron a diversas causas, entre las que podemos señalar la desorganización de la hacienda pública, la disminución o desaparición de varios de los ramos de donde provenían los ingresos del gobierno novohispano y el aumento del gasto público ocasionado por la guerra y por los continuos disturbios políticos que se sucedieron a lo largo de casi todo el siglo XIX. Ante esta situación, el gobierno se encontró muy pronto frente a la tarea inaplazable de buscar recursos para hacer frente a los gastos administrativos más urgentes.


    Para emprender las reformas hacendarias que proporcionaran una cierta estabilidad a las finanzas públicas se requería de un gobierno fuerte y estable que pudiera hacerse obedecer y permaneciera en el poder el tiempo suficiente para implementar los cambios necesarios. Desde luego, nada de esto era posible en el convulsionado panorama nacional y la debilidad de los distintos gobiernos que se fueron haciendo cargo de la administración los obligó a recurrir al crédito, en un intento por solucionar los problemas más inmediatos.


    El país pudo disfrutar brevemente de una relativa estabilidad financiera durante el gobierno de Guadalupe Victoria21 gracias a los préstamos que se negociaron en Inglaterra, empréstitos que fueron el origen de nuestra deuda externa y fuente constante de conflictos y amenazas por parte de los acreedores durante todo este periodo.22 Pero una vez agotado este recurso, los problemas comenzaron a tener mayor intensidad a causa de los disturbios políticos.


    El gobierno se encontró en una situación muy comprometida pues ya para entonces era bien sabido —y la experiencia lo confirmaría constantemente— que una administración sin recursos para pagar al ejército y hacer frente a los gastos más urgentes no tenía posibilidades de permanecer mucho tiempo en el poder.


    Siendo los ingresos aduanales la fuente principal de recursos de la hacienda pública, fue en este sector donde los comerciantes comenzaron a actuar negociando con el gobierno —previa autorización del Congreso en noviembre de 1827— el anticipo de los ingresos del año siguiente. La operación consistía en adelantar al gobierno el pago de los derechos de importación que debían causar las mercancías que ellos pensaban introducir al país. El pago se hacía dando una determinada cantidad de dinero en efectivo y el resto en papeles de la deuda interior, a cambio de lo cual el gobierno emitía unas “órdenes” sobre el monto total del préstamo, que se recibirían en las aduanas como dinero en efectivo al momento de introducir las mercancías.


    Debido a que el gobierno mexicano había reconocido como propia toda la deuda contraída por la administración virreinal,23 fueron estos créditos, junto con los provenientes de confiscaciones, de préstamos voluntarios o forzosos y de los vales que el gobierno daba a sus empleados a cuenta de sus salarios, los que en ese momento formaron la deuda interior.24


    Una buena parte de estos créditos, conocidos como “papeles de la deuda pública”, se encontraba en poder de las casas comerciales, mientras que el resto se podía conseguir en el mercado a un precio que fluctuaba entre 5 y 50% de su valor nominal, dependiendo de la clase a la que perteneciera.


    Una vez que el gobierno comenzó a negociar sus préstamos aceptando una determinada proporción de dichos créditos a su valor nominal, se inició una fuerte especulación con este tipo de papeles, puesto que una parte de la ganancia obtenida por las casas contratistas en estos primeros préstamos, y en todos los que se realizaron posteriormente, dependía del precio al que se adquirieran los créditos y de la proporción de ellos que fuera admitida como efectivo en cada caso, mientras que la otra dependía del interés que se impusiera en los contratos.


    Aunque algunos autores señalan que los intereses pactados eran muy altos, en la mayoría de los contratos revisados se habla de 1 a 3% mensual y sólo excepcionalmente se establece 4 por ciento.25 De cualquier manera se trata de una tasa de interés de 12 a 48% anual declarado en escritura pública, lo que permite suponer que en varios casos el interés real era mucho mayor, pero como esto era ilegal no se establecía por escrito.26


    El hecho de que el gobierno negociara separadamente con cada uno de sus acreedores y de que fueran los ingresos aduanales la fuente principal con que contara para responder por los préstamos, ocasionó que la situación financiera se fuera complicando, puesto que cada vez quedaban menos recursos libres, en tanto que los gastos iban en aumento y el déficit crecía constantemente.


    Esta situación se trató de remediar en 1835 con la creación de los “vales de amortización”, que representaban toda la masa de los adeudos contraídos desde 1832 y se recibían hasta en 30% de los pagos que debían hacerse en las oficinas nacionales. Con el mismo propósito se crearon los “vales de alcance” para el pago de los atrasos por sueldos y pensiones a los empleados y militares retirados, así como a las viudas y huérfanos de los que habían fallecido en servicio.


    Agrupar todos los adeudos en una sola categoría y señalarles una vía de amortización adicional a la de los ingresos aduanales permitió al gobierno obtener cierto desahogo. Sin embargo, las necesidades continuaron y ante la falta de recursos fue necesario hacer más negocios y contratar nuevos préstamos, por lo que a partir de enero de 1836 se fusionaron las órdenes dimanadas de estos últimos con los vales emitidos el año anterior y se creó el llamado “fondo del 15%”, porque ésta era la proporción de ingresos de las aduanas marítimas que deberían recibir los poseedores de bonos de ese nuevo fondo, para dividirla entre todos a prorrata.


    El objetivo de estas medidas era que el gobierno pudiera disponer de la mayor parte de sus ingresos para atender los gastos de la administración, sin embargo, la insuficiencia de estos recursos y la relativa facilidad con que se podían conseguir nuevos préstamos ocasionó que se fueran hipotecando diversas porciones de los ingresos aduanales para asegurar el pago de los negocios efectuados entre 1837 y 1841.


    Para amortizar los distintos préstamos que se negociaron en este periodo se fueron creando los fondos “del 17%, del 8%, del 10%”, el “nuevo del 17%”, el “del 12%” y el “nuevo del 15%”, así llamados porque ése era el porcentaje de los ingresos aduanales que se destinaba a la amortización de los préstamos incluidos en cada uno de los fondos. De todos ellos, los que produjeron mayores ganancias a los acreedores fueron los del 15 y 17% antiguos, pues el gobierno del general Anastasio Bustamante había entregado los dividendos con regularidad y para la época del bloqueo francés, que comenzó en abril de 1838, ambos estaban casi totalmente pagados.27 No ocurrió lo mismo con el resto de los fondos, pues aun después de levantado el bloqueo, la falta de recursos y los continuos disturbios internos hicieron cada vez más difícil el pago de los dividendos.


    Ésta fue una época especialmente difícil para las finanzas públicas, pues los conflictos bélicos, tanto internos como externos, obligaron al gobierno a dedicar la mayor parte de sus recursos a las atenciones militares. A principios de 1842, tras la caída del gobierno de Anastasio Bustamante, el general Santa Anna, de nuevo en el poder y revestido de facultades extraordinarias, decidió implementar una suspensión general de pagos. Dicha medida provocó, desde luego, la indignación de los acreedores, quienes protestaron por escrito ante lo que consideraban una gran injusticia. En este documento, elaborado por los apoderados de los diversos fondos en que se dividía la deuda pública, se hace la historia de cada uno de dichos fondos y se señala la importancia de conservar el crédito público mediante el fiel cumplimiento de los compromisos que el gobierno había contraído con sus acreedores.28


    Resulta fácil constatar en la historiografía de la época la mala opinión que diversos sectores de la sociedad tenían sobre las actividades de estos prestamistas, así como los continuos ataques que recibían por medio de la prensa o en los discursos de algunos políticos y funcionarios públicos. Sin embargo, se cuenta con pocos testimonios como éste, en el que ellos, de manera corporativa, presentaban su punto de vista sobre la deuda pública y señalaban, entre varias reflexiones interesantes:


    Suelen las personas vulgares y ligeras esplicarse (sic) en el sentido de que toda la masa de la deuda que hoy pesa sobre el erario, es obra de amaños urdidos, o de asaltos dados por un corto número de negociantes sobre el tesoro público: creen, o afectan creer, que la nación no ha recibido de los particulares gruesas sumas de dinero, con el carácter de préstamo y bajo pactos formales de pagarlos en la forma convenida; desconocen el derecho que asiste a aquéllos para pedir el puntual reintegro de sus fondos, y entienden que con sólo apellidar la palabra mágica de agiotismo, han desatado la obligación moral en que se halla la hacienda pública de cubrir sus deudas, y han encontrado el feliz secreto de desempeñar al erario de todos sus compromisos.29


    El documento estaba respaldado por la firma de 170 acreedores, lo que permite tener una idea general de la composición de este grupo, aunque no del monto de los adeudos que cada uno representaba en contra del gobierno.


    De cualquier forma Santa Anna no se mostró muy impresionado ante los argumentos y las amenazas veladas de los acreedores y continuó con la suspensión de pagos, poniendo como condición para reanudarlos el que sus dueños dieran una “refacción” de 10%, o sea, un nuevo préstamo que se sumaría al capital original. Al principio, varios de los apoderados de los fondos se negaron a aceptar estas condiciones; sin embargo, el apoderado general de todos los acreedores, Gregorio Mier y Terán, decidió asegurar sus créditos de manera individual y pagar una refacción de 10% sobre los 800 000 pesos que poseía en los distintos fondos, y algunos otros de los acreedores más importantes, como José Joaquín de Rosas y Francisco Iturbe, hicieron lo mismo.30


    Esto demuestra que en momentos de crisis el interés personal se imponía sobre el colectivo, así que los acreedores se dividieron en varios grupos y no fueron capaces de presentar un frente común con el propósito de presionar al gobierno para cumplir los compromisos que había adquirido con ellos. En este caso se trataba de tres prestamistas mexicanos —pues Mier y Terán siempre fue considerado como tal— que utilizaron sus nexos con las esferas gubernamentales, sacrificando una parte de su capital para salvar el resto, y que actuaron de manera individual o, cuando mucho, como un pequeño grupo.


    De aquí en adelante, las especulaciones con la deuda pública comenzaron a ser menos atractivas para la mayoría de los prestamistas, pues los dividendos se fueron volviendo más escasos y la posibilidad del reintegro cada vez más remota. Ante esta situación, algunas casas de comercio británicas acudieron a su ministro en México, Richard Pakenham, quien, argumentando el trato preferencial dado a algunos acreedores nacionales, presionó a las autoridades para que atendieran las demandas de pago de varios súbditos británicos por préstamos hechos al gobierno desde tiempo atrás y consiguió, el 15 de octubre de 1842, la firma de un convenio mediante el cual el gobierno mexicano se comprometía a destinar fondos especiales para la amortización de esos adeudos. Poco tiempo después, el 21 de enero de 1843, consiguió otro acuerdo para la devolución de un préstamo de 2 200 000.00 pesos hecho por varias casas comerciales en 1840 y al frente del cual se encontraba la firma británica de Montgomery, Nicod y Cía.31 Naturalmente, el trato preferencial concedido a estas casas extranjeras provocó el disgusto de los demás acreedores, iniciándose así una fuerte pugna en el interior del grupo, pues se argumentaba que se trataba de préstamos que tenían el mismo origen, es decir, negocios celebrados entre un particular y el gobierno, y que por lo tanto debían ser considerados como deuda interna, con las mismas características que los créditos que poseían los acreedores nacionales, y no como deuda extranjera y privilegiada.


    La situación empeoró cuando el gobierno decidió consolidar toda su deuda interna y dedicar sólo 26% de sus ingresos para el pago de intereses y amortización de capitales, lo que no impidió que se respetaran las cuotas que se habían destinado para cubrir los créditos protegidos por la llamada “Convención Pakenham”. Por otra parte, las eternas urgencias del erario fueron aumentando los adeudos incluidos en el “fondo del 26%”, al mismo tiempo que se otorgaban nuevas concesiones a otros acreedores extranjeros —las llamadas convenciones diplomáticas—, lo que trajo como consecuencia una fuerte depreciación de los bonos de dicho fondo en comparación con los créditos que contaban con la protección británica, pues mientras éstos se cotizaban en el mercado a 80% de su valor nominal, los primeros llegaban apenas a 23 por ciento.32


    De esta manera, quienes habían logrado incluir sus créditos en alguna de las convenciones aprovechando su nacionalidad británica, francesa o española, se colocaron en una situación privilegiada respecto a los acreedores de la deuda interna y disfrutaron, por lo menos durante algún tiempo, de dividendos más altos y constantes. Sin embargo, a la larga este triunfo resultó poco significativo frente a la creciente imposibilidad del gobierno de cumplir sus compromisos con sus acreedores.


    La protección diplomática representó una ventaja para los empresarios extranjeros, en tanto que les permitió evitar muchas de las medidas desesperadas a las que recurrieron los distintos gobiernos en su búsqueda de recursos, como fue el caso de las contribuciones extraordinarias y los préstamos forzosos. Pero esa protección tampoco resultó muy efectiva al momento de querer cobrar las cantidades que se tenían invertidas en los préstamos al gobierno.


    En sentido estricto, se puede decir que los préstamos al gobierno y la especulación con los papeles de la deuda pública derivaron a largo plazo en diversas pérdidas para los prestamistas, pues la mayoría de ellos, ya fueran nacionales o extranjeros, no pudieron cobrar las cantidades nominales que poseían en estos papeles. Sin embargo, fue precisamente esta actividad la que permitió a muchas de esas casas comerciales enriquecerse y dominar al gobierno en una primera etapa y en la siguiente apoderarse, por medio de contratos o concesiones, de muchas actividades que antes manejaba el Estado, aprovechando el carácter monopólico o protegido de algunas de ellas. La diversificación y la inversión paulatina en sectores menos riesgosos fue lo que le permitió a algunas de ellas, no sólo ponerse a salvo de una crisis de liquidez cuando una o varias de sus actividades pasaban por un mal momento, sino acumular verdaderas fortunas.
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    LA FIRMA AGÜERO, GONZÁLEZ Y COMPAÑÍA.

    ADAPTACIÓN Y PERMANENCIA


    [image: pleca1]


    La casa comercial de Agüero, González y Cía. empezó a funcionar en la Ciudad de México en el año de 1825. Se trataba de una empresa de carácter claramente familiar, donde dos de los cuatro socios que la integraban, los hermanos Ángel y José González Echeverría, eran miembros de una importante familia de Veracruz dedicada al comercio desde las últimas décadas del siglo XVIII. Su padre y otros parientes cercanos fueron destacados miembros del Consulado de comerciantes de Veracruz, en tanto que los otros dos socios, Francisco Agüero y Miguel Buch, eran comerciantes españoles residentes en el país desde la época colonial y estaban casados con dos hermanas de la familia González Echeverría.


    Aunque en este caso los lazos familiares no eran tan estrechos como ocurría en las compañías formadas por padres e hijos o por hermanos exclusivamente, desde un principio se puso de manifiesto el deseo de los socios de conducirse en un ambiente de cordialidad y armonía, como lo muestra el hecho de que en la primera cláusula de la escritura de formación de la compañía se señalara que, en todo momento, las bases sobre las que funcionaría la sociedad deberían ser “...la confraternidad, igualdad, honradez, buena fe y, en dos palabras, todo lo que sea más conforme a la ley de Dios”.1 Requisitos que, normalmente, no formaban parte integral de un contrato de asociación mercantil y mucho menos se estipulaban en escritura pública.


    Sin embargo, salvo esta peculiaridad, las condiciones bajo las que se estableció la compañía no presentaban ninguna diferencia notable respecto a los contratos de este tipo que se venían celebrando desde la época colonial. El propósito de las compañías comerciales y su manera de operar no cambió de manera radical con la separación de la metrópoli, ni con la desaparición formal de los poderosos consulados de comerciantes, que habían controlado el intercambio mercantil con el exterior.


    Desde luego, la situación se complicó bastante en esos años, pues la guerra de Independencia dañó seriamente las actividades comerciales, afectadas además por la descapitalización que provocó en el ámbito mercantil la salida de varios ricos españoles, quienes desde los inicios del movimiento independentista comenzaron a marcharse, junto con sus capitales, y de otros que continuaron haciéndolo a lo largo del mismo. Por otra parte, el establecimiento de varias compañías extranjeras, principalmente británicas, francesas, y algunas alemanas, que comenzaron a llegar al país a causa de la apertura del mercado mexicano al comercio internacional, representó una fuerte competencia para las firmas mercantiles que habían operado en el ámbito novohispano, especialmente para aquellas dedicadas al comercio de importación y exportación.


    De modo que los comerciantes que decidieron continuar en el ejercicio de sus actividades en este nuevo contexto, tuvieron que irse adecuando a las circunstancias y, aunque se operaron varias transformaciones importantes en sus prácticas mercantiles y financieras, entre ellas una creciente diversificación hacia otros sectores económicos, estos cambios fueron paulatinos y respondieron a una serie de condicionamientos, no sólo de tipo económico, sino también, en gran medida, de carácter político.


    Describir algunas de las prácticas mediante las cuales estas casas comerciales lograron no únicamente adaptarse sino además prosperar de manera extraordinaria en un ambiente tan inestable como el que caracterizó los primeros cincuenta años de vida independiente del país, es uno de los propósitos que se persiguen al analizar la trayectoria de esta firma, que comenzó sus operaciones como una compañía comercial, posteriormente se le consideró como una casa de banca y, con el tiempo, sus integrantes fueron calificados en algunas ocasiones como “ricos propietarios” y en otras como “empresarios destacados”.


    LA ORGANIZACIÓN DE LA COMPAÑÍA

    Y LAS RELACIONES FAMILIARES


    De acuerdo con la escritura de formación de la compañía, que se llevó a cabo el 24 de octubre de 1825, tanto Francisco Agüero como Miguel Buch y José González Echeverría eran vecinos y comerciantes de la Ciudad de México, mientras que Ángel González Echeverría aparecía como comerciante de Veracruz. De ahí que la sociedad se estableciera originalmente con dos casas, una ubicada en la Ciudad de México y otra en el puerto de Alvarado.2 Cada una de ellas contaría con administración propia y estaría dirigida por uno de los socios, lo que no representaba ningún inconveniente para que en el futuro se establecieran en otros lugares e intervinieran en distintos negocios, de acuerdo con lo que decidiera el socio capitalista, Francisco Agüero. Era él quien aportaría los 150 000 pesos que servirían de fondo a la sociedad, mientras que los demás sólo pondrían en ella su industria.


    En lo que respecta a las utilidades que produjera la negociación, éstas pertenecerían en un 40% al socio capitalista, mientras que Ángel González y Miguel Buch recibirían 25% cada uno y el 10% restante sería para José González. La sociedad se estableció por un tiempo preciso de cuatro años, periodo durante el que ninguno de los socios podría participar en otro negocio mercantil de interés privado y todo cuanto hicieran sería en beneficio común de la sociedad.3


    Ésta es la información contenida en la escritura, sin embargo, algunos datos localizados en documentos posteriores muestran que hubo algunas inexactitudes y omisiones. En lo que respecta al capital inicial de la compañía, Francisco Agüero no aportó 150 000 pesos sino una cantidad menor,4 mientras que Ángel González Echeverría, quien era el albacea de su padre, tenía invertidos todos los fondos de la testamentaría en esta sociedad.5 No se sabe con exactitud a cuánto ascendía este capital, pero es posible suponer que se trataba de una cantidad igual o superior a la aportada por Agüero, aunque en su mayor parte no estaba compuesta por dinero en efectivo sino por diversas inversiones en negocios comerciales y financieros. El padre de los hermanos González Echeverría, Ángel González, había fallecido hacía poco tiempo —en 1818— y todavía estaban pendientes de cobro varias cantidades que le adeudaban en México y en La Habana.


    De cualquier manera, este capital pertenecía por partes iguales a todos los hermanos González Echeverría, por lo que ninguno de los integrantes de la nueva firma podía ser considerado únicamente como socio industrial, puesto que Miguel Buch representaba la parte que le correspondía a su esposa, Francisca, de la misma manera que Francisco Agüero representaría los intereses de Antonia, con quien había contraído matrimonio años atrás. Lo que no queda claro es el papel que jugaban las otras coherederas, pues los González Echeverría tenían cinco hermanas, así que tres de ellas no formaban parte de la compañía. Al parecer, Ángel González nunca liquidó la testamentaría y fue hasta después de su muerte que se les entregó, a ellas o a sus herederos, la parte que les correspondía y que había estado invertida durante tantos años en los negocios de la firma Agüero, González y Cía. En este sentido resulta importante destacar que, a pesar de que la testamentaría permaneció sin concluirse por casi cincuenta años, ninguno de los herederos intentó pedir cuentas al albacea.


    Al margen de las sumas de dinero que cada quien hubiera invertido, resulta claro que cada uno de los socios aportó a la compañía otro recurso de enorme importancia para el desarrollo de sus operaciones cotidianas: relaciones comerciales, sociales y políticas adquiridas a lo largo de varios años tras intervenir, de manera destacada, en las diversas modalidades de la actividad mercantil. Tanto Francisco Agüero como Miguel Buch llevaban mucho tiempo participando en transacciones comerciales, aunque Agüero estaba más relacionado con la Ciudad de México, mientras que Miguel Buch había sido miembro del Consulado de Veracruz.6


    A la vez, los hermanos González Echeverría contaban con la experiencia adquirida trabajando al lado de su padre, especialmente Ángel, el mayor. Ambos poseían las relaciones sociales y los contactos políticos y familiares que les proporcionaba su pertenencia a una de las familias más importantes de la comunidad veracruzana de la época, sobre todo en lo referente a la familia de su madre, Florencia Echeverría. Ella era hija de un comerciante guipuzcoano, Juan José Echeverría, quien en 1781 formó parte del grupo encargado de dirigir una representación a la corona española para solicitar la creación de un consulado en Veracruz y, una vez conseguido este propósito, fue un integrante destacado del mismo.7 También fue regidor y con este cargo apareció en1790 como responsable de la organización de las fiestas de proclamación de Carlos IV en el puerto.8


    El padre de los González Echeverría, Ángel González y Alonso de Celada, era natural de Burgos y a finales del siglo XVIII se estableció en el puerto de Veracruz, dedicándose al comercio. Su participación en este sector fue muy activa y para 1799 se involucró en el comercio neutral,9 recibiendo mercancías procedentes de Nueva York en compañía de su concuño, Joseph Gutiérrez de Cubas, quien estaba casado con una hermana de Florencia Echeverría.10 En 1801 Ángel ya formaba parte del recién creado Consulado de Veracruz con el cargo de teniente conciliario y, al mismo tiempo, era miembro del Ayuntamiento del puerto.11 En los años siguientes ocupó de manera continua diversos cargos dentro del cabildo veracruzano hasta que, como regidor del cuerpo municipal, juró la constitución de Cádiz en 1812.12


    Después de la muerte del padre, Ángel González Echeverría se puso al frente de los negocios familiares y continuó con la costumbre paterna de participar en la política local por lo que, una vez consumada la Independencia, formó parte del primer Ayuntamiento Constitucional de Veracruz.13 En ese mismo año de 1821 contrajo matrimonio con su prima Ana María Cubas y Echeverría, hija de María Josefa Echeverría —hermana de su madre— y de Joseph Gutiérrez de Cubas,14 importante miembro del Consulado de Veracruz, quien había realizado diversos negocios comerciales con el padre de Ángel.


    Dado que las relaciones familiares eran de gran importancia en este contexto, los matrimonios entre primos u otros parientes más o menos cercanos eran bastante frecuentes y representaban una de las estrategias utilizadas por las familias prominentes para mantener su fortuna dentro de un círculo relativamente estrecho, a la vez que permitía que ésta se fuera incrementando con la unión de los intereses de dos familias poderosas. 15


    Otra característica que desde el periodo colonial se observaba con bastante frecuencia en este tipo de familias era que las hijas casi siempre contraían matrimonio con otros miembros de la comunidad mercantil, ya fueran españoles o criollos, y el caso de los González Echeverría no es la excepción, pues ya hemos visto que dos de las hermanas estaban casadas con comerciantes peninsulares. Francisco Agüero era natural de Cádiz16 y Miguel Buch de Barcelona.17 Ambos habían emigrado a la Nueva España a fines del periodo colonial, cuando los comerciantes asentados en Veracruz tenían fuertes nexos mercantiles con ambos puertos, y como resultado de esta actividad fue que entraron en contacto con la familia González Echeverría.


    Pese a que las prácticas comerciales se vieron seriamente afectadas con el inicio de las hostilidades entre la Nueva España y su metrópoli, la mayoría de los jóvenes emigrados continuó desarrollando sus actividades mercantiles a lo largo de los varios años que duró la contienda, y aún después de consumada la Independencia decidieron permanecer en el país. Desde luego, la situación de privilegio en que se encontraban al momento de su llegada cambiaría de manera significativa, pues en adelante tendrían que competir con los comerciantes extranjeros que se irían estableciendo y con los criollos que no habían tenido la oportunidad de desarrollarse debido al predominio de los peninsulares. También tuvieron que enfrentar las manifestaciones del fuerte sentimiento antiespañol que se había desarrollado en diversos sectores de la sociedad y que en un momento dado desembocó en la exigencia de expulsarlos del país.18


    Sin embargo, estas presiones no afectaron por igual a todos los peninsulares pues, en el caso que nos ocupa, el hecho de encontrarse vinculados por la vía matrimonial con una de las familias más poderosas de Veracruz, cuyos integrantes ya habían nacido en México y tenían importantes contactos, no sólo económicos y sociales sino también políticos, los colocaba en una situación de ventaja respecto a muchos de sus compatriotas.19


    Además, cabe recordar que la sociedad establecida con sus cuñados tuvo lugar algunos años antes de la expulsión, así que la permanencia de su casa comercial estaba asegurada, aun en el caso de que la situación política empeorara y se vieran forzados a emigrar.


    Éste no era el caso de Francisco Gámez, otro comerciante peninsular que había entablado relaciones con la familia y quien en 1829, a punto de salir del país a causa de la expulsión, otorgó un poder especial a Francisco Agüero para que, en su nombre, contrajera matrimonio con otra de las hermanas González Echeverría: Ana Josefa.20 De esta manera, Gámez entró a formar parte de la familia aunque no se incorporó a la sociedad mercantil. Al parecer, finalmente no fue expulsado21 y poco después lo encontramos actuando de manera individual pero en relación frecuente con la firma familiar o con alguno de sus socios, al mismo tiempo que participaba en otras empresas con comerciantes importantes ligados a la zona de Veracruz, como Anselmo Zurutuza, Antonio Garay y Manuel Escandón, con quienes se asoció para formar la Línea Unida de Diligencias.22 La carrera de Gámez iba en ascenso y sus relaciones ofrecían varias ventajas para la familia, pero pocos años después de su matrimonio, en enero de 1834, falleció de manera repentina. Como murió intestado, fueron los miembros de la familia quienes tomaron en sus manos la administración de los bienes de sus dos pequeños hijos, Francisco de Paula y María Magdalena, así que Ángel González fue designado como tutor y Miguel Buch como albacea de los menores; de este modo todos los negocios siguieron siendo atendidos dentro del núcleo familiar.23 Y no sólo eso, años más tarde Francisco de Paula Gámez se casó con Sofía Buch, una de las hijas de Miguel.24


    Volviendo al ámbito de los negocios, aunque se desconoce la mecánica que utilizaban los socios en el momento de tomar las decisiones, es muy probable que ésta se encontrara relacionada con la participación que cada uno representaba en la empresa, así que la opinión de Francisco Agüero debió haber tenido un peso mayor que la de los demás socios, mientras que Ángel González y Miguel Buch parecen haber ejercido el mismo grado de influencia. Quien en un principio se encontraba en evidente desventaja era José González, tanto por su edad como por su menor experiencia en el manejo de los negocios. Sin embargo, parece que cada uno se ocupaba de un ámbito distinto dentro de las múltiples actividades en que participaba la firma y de esta manera ninguno se estorbaba ni entraba en pugna con los demás.


    La mejor prueba de ello es que, a pesar de que existía el acuerdo inicial de que la compañía tuviera una duración de cuatro años, en realidad permaneció funcionando por más de treinta, aunque durante ese periodo hubo dos intentos formales de disolución que no llegaron a concretarse.


    El primero ocurrió en 1830 cuando, debido a una seria enfermedad que ponía en riesgo su vida, Ángel González se vio en la necesidad de viajar a Europa, y para poder disponer de sus recursos, así como para evitarle problemas a los demás socios en caso de que llegara a fallecer durante el viaje, le otorgó un amplio poder a Francisco Agüero para que liquidara las cuentas de la compañía, así como las que él tenía de manera particular. Sin embargo, considerando que muchos de los negocios en que estaba involucrada la firma no podrían concluirse en un plazo corto, convino en que no se expidiera ninguna circular anunciando la disolución de la compañía, sino que ésta continuara operando bajo el mismo nombre y en las condiciones en que lo venía haciendo.25


    Uno de los aspectos más interesantes que se desprenden de este documento es el hecho de que Ángel González haya decidido poner todos sus bienes y negocios en manos de Francisco Agüero, autorizándolo, además, para resolver cualquier asunto que tuviera pendiente. También se habla en él de las cuentas que ambos habían seguido en Cádiz, La Habana, Veracruz y México, lo que nos muestra que continuaban las relaciones comerciales que habían establecido a fines del periodo colonial. Pero además, igual que había ocurrido antes, se deja asentado en escritura pública que Ángel González se encontraba satisfecho de “…la pureza, legalidad, desinterés y exactitud de sus consocios y atendiendo a las muy tiernas relaciones que los unen de parentesco y amistad, por las cuales han vivido fraternalmente y formando una sola familia, sin que haya habido la más mínima diferencia entre ellos…”.26


    Finalmente, Ángel González recuperó la salud y volvió a México, así que la compañía siguió funcionando con las mismas características que se establecieron al momento de su fundación. En 1841, fecha en que falleció Francisco Agüero, Ángel ya se encontraba residiendo en la Ciudad de México y su influencia en el sector mercantil se puso de manifiesto al ser nombrado por el gobierno, a cargo del general Santa Anna, como miembro de la Junta Consultiva de Comercio y Hacienda, que debería encargarse de la elaboración de un proyecto de reforma del arancel de comercio de la República mexicana.27 Poco tiempo después, en noviembre de 1841, el gobierno decretó la formación de juntas de fomento y tribunales mercantiles, y Ángel González encabezó la lista de los integrantes de la Junta de Fomento de la Ciudad de México.28 Al año siguiente fue Miguel Buch quien formó parte de dicha junta, mostrando de esta manera la influencia de la casa dentro del sector mercantil.29


    Pero Ángel González no sólo destacó dentro del círculo de los negocios, sino que estableció los contactos más importantes en el ámbito de la política, sobre todo por su relación con el grupo veracruzano y su principal exponente, Antonio López de Santa Anna. Su designación, en diciembre de 1842, como integrante de la junta de ciudadanos que debían formar las Bases Orgánicas de la nación, mejor conocida como “Junta de Notables”, era una muestra de la influencia que ejercía en este sentido.30Además, en 1839 había ocupado el cargo de alcalde segundo constitucional del Ayuntamiento de la Ciudad de México y en 1840 fue nombrado individuo propietario de la Junta Departamental de México.31


    Sin embargo, el ambiente convulsionado que vivía el país en ese periodo no parecía agradarle mucho, así que en 1848 decidió irse a radicar a Francia y desde ahí encargarse personalmente de los intereses que la compañía tenía en Europa, los cuales se incrementaron de manera importante hasta convertirse en la inversión más cuantiosa de la firma.


    Poco tiempo después, su hermana Antonia y su sobrina Francisca Agüero decidieron también marcharse a vivir a Europa, por lo que en 1849 se iniciaron algunos preparativos para liquidar la sociedad. En los documentos relativos se señalaba que, desde la muerte de Francisco Agüero, se había operado un cambio en la participación que cada uno de los socios tenía en la compañía, disminuyendo a 35% la que había pertenecido a Agüero y las de Ángel González y Miguel Buch a 22.5 % cada una, mientras que la de José González se había incrementado de 10 a 20%. Este aumento se debía en gran medida a su desempeño de casi doce años como director de la Compañía Aviadora de Minas del Fresnillo, en Zacatecas, empresa en la que había invertido gruesas sumas que redundaron en beneficio de toda la compañía, por lo que a los demás socios les pareció justo compensar este trabajo con un incremento en la participación de las utilidades.


    A pesar de tratarse de una escritura de disolución de compañía,32 no se hace en ella ninguna indicación de la manera en que ésta debería llevarse a cabo, ni se establece plazo alguno para efectuarla. Resulta claro que este trámite se hizo para dejar constancia de la nueva forma en que se encontraba dividida la compañía y para autorizar a los dos socios que debían permanecer en el país, Miguel Buch y José González, a llevar a cabo su liquidación en caso de que a la señora Agüero y a su hija les ocurriera algo durante el viaje.33 De esta manera, dado que José González estaba dedicado a la negociación minera de Zacatecas, las operaciones de la compañía en la Ciudad de México quedaron exclusivamente a cargo de Miguel Buch, quien se dedicó a atenderlas de manera bastante eficiente.


    Durante una larga temporada las cosas marcharon muy bien para la compañía, dedicándose cada uno de los socios a atender la parte que le correspondía en la negociación. Mientras tanto, la viuda de Francisco Agüero y su hija disfrutaban en París de una intensa vida social y con frecuencia organizaban reuniones a las que asistía un selecto grupo de amigos, la mayoría mexicanos, y algunos invitados ocasionales.34 Fue en estas reuniones que Francisca Agüero conoció al general español Juan Prim y Prats y algún tiempo después, en mayo de 1856, contrajeron matrimonio.35


    La entrada en escena de un nuevo actor, que no formaba parte de la familia ni de la sociedad comercial, ni compartía con ésta su interés en los negocios, jugó un papel determinante en la decisión de los socios de disolver la compañía, esta vez de manera definitiva. El primer paso fue dividir el capital que se tenía invertido en diversos fondos europeos y que estaba a cargo de Ángel González. Ésta fue la parte más sencilla, puesto que se trataba de bonos y otro tipo de papeles cuya división no implicaba mayores dificultades. Sin embargo, no ocurría lo mismo con el resto de los negocios e inversiones que la casa tenía en México. Liquidar una empresa de la magnitud que Agüero, González y Cía. tenía en ese momento no resultaba un asunto sencillo y aunque el proceso se inició a fines de 1856, su conclusión se fue postergando, debido en buena medida a las difíciles circunstancias políticas que enfrentaba el país, las que, además, habían paralizado o, en el mejor de los casos, complicado muchas de las actividades económicas en que la firma tenía invertida buena parte de su capital, como era el caso de la agricultura, la minería, el comercio y el cobro de dividendos de la deuda pública.


    Sin embargo, fue precisamente el agravamiento de las circunstancias políticas, con la invasión tripartita y la participación del general Prim en la misma, al mando de las tropas españolas, lo que aceleró un proceso que se había prolongado demasiado, y en 1862 finalmente se formalizó esta disolución, llevándose a cabo la división de los bienes comunes.36


    Cabe señalar que, para no entrar en mayores complicaciones y dejar la toma de esta decisión a las personas directamente interesadas, los bienes correspondientes a la parte que había pertenecido a Francisco Agüero fueron considerados de manera conjunta para que, posteriormente, Antonia González de Agüero y Francisca Agüero de Prim llevaran a cabo su división como lo juzgaran conveniente.


    Debido a la relevancia que tuvieron ciertas actividades económicas en la consolidación de los negocios de la firma, haremos una breve reseña de ellas. La extensión con que se trata cada uno de los aspectos no responde necesariamente a su importancia, pues también obedece a factores como la cantidad y calidad del material con que se contó para su elaboración.


    EL COMERCIO Y LA ACTIVIDAD FINANCIERA


    El hecho de que todos los integrantes de la compañía estuvieran dedicados a las actividades comerciales desde mucho antes de asociarse permite suponer que fueron precisamente las relaciones mercantiles las que los vincularon en un principio.


    Todos ellos se desenvolvieron dentro del ámbito comercial novohispano y una vez consumada la Independencia tuvieron que enfrentar algunos cambios y adaptarse a los nuevos tiempos. Desde luego no se trataba sólo de ellos, sino de todo un grupo de comerciantes cuyos vínculos económicos se fueron diversificando y reforzando con el tiempo. Entre quienes mantuvieron mayor relación con la firma de Agüero, González y Cía. en esta etapa se encuentran los nombres de empresarios peninsulares muy destacados en ese momento, como Gregorio Mier y Terán, Cayetano Rubio, Anselmo Zurutuza, Manuel Gargollo y Lorenzo Carrera, además de algunos mexicanos, especialmente del grupo veracruzano, como Manuel Escandón y Antonio Garay.37


    Aunque no se trata en realidad de un grupo al que pudiéramos considerar muy homogéneo, y mucho menos cerrado, puesto que existen muchos nombres más que se podrían sumar a la lista, sí compartían intereses comunes y en determinadas ocasiones aparecieron asociados, mientras que en otras se presentaron fuertes rivalidades entre algunos de ellos. Sin embargo, para el momento que estamos analizando, todos se dedicaban al comercio y a las actividades financieras, entre las que se contaban el otorgamiento de crédito a los particulares y, de manera muy destacada, la creciente participación en los préstamos al gobierno.


    LOS PRÉSTAMOS A PARTICULARES


    Ya se ha señalado en la introducción la importancia del crédito para las diversas actividades económicas que emprendían estos empresarios. Los préstamos que otorgaban no sólo estaban ligados a las actividades comerciales sino a casi todos los demás sectores económicos.


    La escasez de material con que se cuenta para describir esta actividad en el caso de Agüero, González y Cía. no permite hacer un análisis muy amplio ni detallado al respecto, pero proporciona algunos ejemplos interesantes.


    Las primeras noticias sobre la actividad crediticia de la firma se encuentran relacionadas con su participación en las compañías que se formaron para manejar la renta del tabaco, de las que se hablará más adelante. En 1830 los socios del tabaco tenían que hacer algunos desembolsos para atender la contrata que tenían con el gobierno, así que uno de ellos, Alejandro von Icard, solicitó a la firma la cantidad de 11 350 pesos para este propósito. El préstamo se le concedió sin ningún interés, con la condición de que debía pagarlo en el plazo de un mes y con la hipoteca especial de las 2½ acciones que poseía en dicha compañía. Unos meses después el adeudo se cubrió mediante la venta de ⅜ partes de acción de las que se habían hipotecado.


    En este caso resulta claro que los bienes hipotecados fueron garantía suficiente para los prestamistas quienes, mediante su disponibilidad de efectivo, se hicieron propietarios de más acciones en una empresa que les interesaba y en la que ellos mismos ya habían invertido.38


    En 1833 el coronel Luis Castrejón les adeuda 12 530 pesos, y para asegurar su pago, se hipoteca el ganado y el azúcar de la hacienda de Atlacomulco, en Cuernavaca.39 El adeudo se debía cubrir con el azúcar producida en dicha hacienda, pero tres años más tarde y en vista de que Castrejón no había podido hacer el pago, convinieron en ayudarlo por medio de una refacción de 10 000 pesos anuales que se emplearían en el pago semanario de las rayas de los trabajadores, así como en la renta anual de la hacienda. Como Castrejón no era dueño de la propiedad sino sólo el arrendatario, se aseguraba el pago con la hipoteca de las cosechas sucesivas de la hacienda.40 Esta transacción nos proporciona indicios de otra más de las actividades de la firma: la comercialización del azúcar, aunque no se cuenta con mayor información sobre este aspecto.


    También existen algunos préstamos en los que se puede apreciar la intervención de consideraciones sociales o de amistad, como es el caso de María Inés de Jáuregui, viuda del virrey José de Iturrigaray,41 a quien le facilitaron la suma de 3 500 pesos con la hipoteca de la casa número 12 de la calle de Capuchinas y con sólo 5% de interés anual. El adeudo se cubrió antes de un año a pesar de que el plazo que se había concedido era de cinco.42


    No era muy frecuente que los préstamos se pagaran antes de su vencimiento, lo más común es que sucediera al contrario, como podemos comprobar en el caso del crédito otorgado a Rafael Adorno. En diciembre de 1837 Francisco Agüero le proporcionó 23 600 pesos “para el fomento de sus negociaciones”, por el plazo de un año y con el interés de 6% anual. Diez años más tarde el deudor señalaba que no había podido cumplir este compromiso debido a la pérdida casi total de su fortuna, pero que “…en tan lamentables circunstancias no sólo ha merecido de los Sres. Agüero González la larga espera de los diez años que han corrido sino las delicadas consideraciones con que le han hecho sus reclamos”.43 El capital adeudado más los intereses sumaba 33 720.39 pesos que se obligaba a pagar mediante abonos anuales y con la hipoteca de la hacienda de San José de Atentzingo en la jurisdicción de Chiautla, en Puebla. En 1854 Adorno ya se encontraba en quiebra y en su concurso de acreedores participó un representante de Agüero, González y Cía., quien sólo logró recuperar una parte de su crédito.44 Para 1857 todavía quedaban pendientes 23 600 pesos de esta escritura, los cuales estaban considerados entre los créditos de dudoso cobro.45 Seguramente los bienes de Adorno no alcanzaron para cubrir todo el pasivo y la firma tuvo que conformarse con el pago de una cantidad equivalente, más o menos, a la tercera parte del adeudo.


    Otro ejemplo que resulta interesante, tanto por la importancia de la suma involucrada como por el resultado obtenido, es el crédito que otorgaron al general de Brigada Pedro Romero de Terreros en 1836. El préstamo fue en un principio por 100 000 pesos, con el compromiso de facilitarle después otra suma igual. Unos meses más tarde le entregaron la segunda parte del préstamo aunque no toda en efectivo, pues una parte del mismo —24 259 pesos— consistió en una orden para que el establecimiento de diligencias reconociera a Romero de Terreros como socio del mismo por dicha cantidad. Los 200 000 pesos causarían un rédito de 1½% mensual y el plazo para el pago era de ocho años. Para seguridad del capital y sus réditos el deudor hipotecó las haciendas de Jalpa y de Casablanca, con su anexa de Jilotzingo, todas en la jurisdicción de Tepotzotlán. Unos meses más tarde Romero de Terreros pagó 218 000 pesos por concepto del capital y réditos de este préstamo mediante una libranza girada contra José María Flores, otro comerciante de la Ciudad de México.


    En este caso se trata de un préstamo que les produjo una ganancia de 18% anual sin mayores problemas. Quien, al parecer, resultó menos beneficiado fue Romero de Terreros puesto que se le cobró un interés muy alto, sobre todo teniendo en cuenta que la Iglesia prestaba al 6% anual y que éste era también el rédito que normalmente se estipulaba en las escrituras de otros prestamistas, como se verá en los siguientes capítulos.46


    Pocos meses después, el mismo Romero de Terreros solicitó un nuevo préstamo por 100 000 pesos para cubrir los diversos gravámenes que tenían algunas de sus fincas.47 Las condiciones eran similares a las del adeudo anterior, pero en esta ocasión no pudo pagarlo, así que en marzo de 1840 adjudicó a los acreedores, como importe del capital y réditos vencidos por la cantidad de 123 972 pesos, los ranchos de pulque de San Antonio y San Ignacio, situados en el partido de San Juan Teotihuacán, y el de Calisco, en el partido de Pachuca. También les adjudicó la casa número 4 de la segunda calle de la Monterilla.48


    Este préstamo resulta un ejemplo clásico de la manera en que los antiguos propietarios coloniales, o sus descendientes, fueron traspasando sus pertenencias a manos de estos prestamistas, quienes aprovecharon la oportunidad para entrar en nuevos campos de inversión. En este caso, en el de la explotación del pulque, producto de gran demanda cuya comercialización ofrecía buenas utilidades.


    La capacidad económica de firmas como la de Agüero González les permitía realizar diversos préstamos. Desde luego no todos eran tan cuantiosos como los otorgados a los grandes propietarios o al gobierno, también había ocasiones en que el crédito iba dirigido a pequeños comerciantes. Ése es el caso de Guadalupe Escobar, quien en 1838 solicitó 2 000 pesos para “fomentar la negociación de vinatería” que tenía en la esquina del Puente de Palacio. El préstamo lo concedió Francisco Agüero de manera particular por el plazo de un año, con la hipoteca de la vinatería y la fianza de la señora Manuela Vicario, quien se comprometió con sus bienes a que Escobar pagaría la deuda. No se señalaba ningún rédito, pero si la suma no se cubría en el plazo acordado tendría que pagar 2% mensual, que comenzaría a contarse desde el momento en que recibió el dinero.49 No hay información sobre lo que ocurrió después, pero aunque Escobar no hubiera podido pagar, los bienes hipotecados eran garantía suficiente para el reintegro de esta suma, pequeña en comparación con sus otros préstamos.


    En esa época conseguir un crédito por una cantidad importante tampoco resultaba tan difícil si se contaba con un respaldo suficiente y se estaba dispuesto a aceptar las condiciones impuestas por los prestamistas. Un caso que ilustra bien las complicaciones que esto podía traer es el del general de Brigada José María Cervantes, quien “necesitando fondos para el fomento y refacción de sus negociaciones” tomó prestada de Felipe Neri del Barrio la cantidad de 75 000 pesos, con la hipoteca especial de su hacienda de La Llave. También con este mismo objeto recibió 60 000 pesos de la firma Sancho y Manterola, con un rédito de 2% mensual y la hipoteca de su hacienda conocida como San Nicolás el Grande, en los Llanos de Apan.


    El pago debía ser a plazos, pero cuando acababa de vencer el primero de ellos, en enero de 1839, Del Barrio traspasó este crédito a Agüero, González y Cía., quienes exigieron el pago de los réditos vencidos y lo mismo hicieron Sancho y Manterola. No teniendo dinero para realizar los pagos, ni posibilidad de vender las cosechas de su hacienda de La Llave, Cervantes decidió vender a Agüero, González y Cía. la hacienda de San Nicolás el Grande, ubicada en el partido de los Llanos de Apan, en la jurisdicción de Calpulalpan. La venta se hizo con la condición de rebajar la tercera parte de su precio, partiendo del avalúo que se hiciera de la misma y de que el pago de la alcabala y la escritura corrieran por cuenta del vendedor. Sancho y Manterola, que eran acreedores hipotecarios de la propiedad, estuvieron de acuerdo en el contrato siempre y cuando de esa suma el comprador les pagara 50 000 pesos como parte del crédito que ellos habían otorgado a Cervantes. Finalmente la finca quedó vendida en 128 156 pesos.50


    Como se puede observar en este caso, la firma no era la única que imponía intereses muy altos pues otros prestamistas también lo hacían. Para el deudor resultaba cada vez más difícil pagar réditos de 24% anual y mucho menos liquidar el capital. Si a esto se agrega el inconveniente de que el préstamo se contrataba con una persona que después lo traspasaba a otra mucho más exigente para el cobro, o que tenía algún interés especial en los bienes hipotecados, el resultado casi siempre era la pérdida de los mismos y en condiciones muy poco favorables.


    De esta manera, en pocos años la firma se hizo dueña de dos importantes propiedades en distritos pulqueros en virtud del otorgamiento de crédito y la falta de capacidad de pago de los deudores. Además adquirió las propiedades en buenas condiciones y por un precio menor al de su valor real, sobre todo en el caso de San Nicolás (cuadro 1).


    Mediante esta práctica se fueron haciendo también de fincas urbanas (cuadro 2), algunas de ellas muy valiosas, como ocurrió con la casa número 4 de la calle de las Capuchinas. Su dueño era Francisco Fagoaga, quien junto con su socio Felipe Neri del Barrio obtuvieron un préstamo de Agüero, González y Cía. por la cantidad de 100 000 pesos y con un interés de 1⅛% mensual. El préstamo se realizó en enero de 1839 y para septiembre de 1840 la deuda se había reducido a 55 361.57 pesos, después ya no pudieron seguir pagando y acordaron adjudicar la casa al acreedor como parte del pago por la cantidad de 50 000 pesos.51


    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            CUADRO 1

            FINCAS RURALES ADQUIRIDAS POR AGÜERO, GONZÁLEZ Y COMPAÑÍA

          
        


        
          	
            Fecha de adquisición

          

          	
            Nombre de la propiedad

          

          	
            Vendedor

          

          	
            Valor en 1856 (pesos)

          
        


        
          	
            

          
        


        
          	
            Marzo de 1840

          

          	
            Los ranchos de Jala (San Antonio, San Bartolomé, San Calixto y San Ignacio y Cuatengo) situados en el partido de San Juan Teotihuacán. Valor según el inventario de 1852, rectificado por su administrador y apreciado por el mismo el aumento de valor que han tenido por el crecimiento de los magueyes.

          

          	
            Pedro Romero de Terreros

          

          	
            150 272.25

          
        


        
          	
            Julio de 1842

          

          	
            La hacienda de San Nicolás el Grande, situada en los Llanos de Apan, de la jurisdicción de Tlaxcala, incluso el capital existente en la tienda.

          

          	
            Gral. José María Cervantes (adjudicación en pago de un adeudo)

          

          	
            309 813.14

          
        


        
          	
            ?

          

          	
            La hacienda de la Compañía, en la jurisdicción de Chalco. Valor según el inventario de 1852, rectificado por su administrador, incluso el capital que gira la tienda.

          

          	

          	
            271 235.64
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